REUNIÓN DE LA COMISIÓN LEGISLATIVA DE TRANSPARENCIA, ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA, PROTECCIÓN DE DATOS PERSONALES Y DE COMBATE A LA CORRUPCIÓN DE LA H. LXI LEGISLATURA DEL ESTADO DE MÉXICO.

Celebrada el día 9 de agosto del 2023.

Presidencia de la diputada Miriam Escalona Piña.

PRESIDENTA DIP. MIRIAM ESCALONA PIÑA. Saludamos con enorme aprecio a mis compañeras y compañeros de la comisión que se encuentran de manera presencial y a través de la plataforma Zoom; agradecer su valiosa participación.
Asimismo, saludar a todas las familias mexiquenses que se encuentran conectadas y, desde luego, que son la prioridad de esta LXI Legislatura.
Doy la bienvenida a las diputadas y los diputados de la Comisión Legislativa de Transparencia, Acceso a la Información Pública, Protección de Datos Personales y de Combate a la Corrupción, y aprecio su responsabilidad en la atención de esta encomienda.
Saludo a quienes se encuentran en el recinto y en las redes sociales.
La reunión, en modalidad mixta, se basa en el artículo 40 Bis de la Ley Orgánica de este Poder Legislativo.
Para la validez de los trabajos, pido a la Secretaría, quien hoy está a cargo del diputado Emiliano Aguirre Cruz, a quien agradecemos se encuentre con nosotros. Le solicito, por favor, verifique el quórum.
SECRETARIO DIP. EMILIANO AGUIRRE CRUZ. 
(Registro de asistencia)
SECRETARIO DIP. EMILIANO AGUIRRE CRUZ. Existe quórum. Proceda a abrir la reunión.
PRESIDENTA DIP. MIRIAM ESCALONA PIÑA. Muchísimas gracias, Secretario.
Se declara la existencia del quórum y se abre la reunión de la Comisión Legislativa de Transparencia, Acceso a la Información Pública, Protección de Datos Personales y de Combate a la Corrupción, siendo las once horas con diecisiete minutos del día miércoles nueve de agosto del año dos mil veintitrés.
Acatando el artículo 16 del Reglamento de este Poder Legislativo, la reunión es pública.
Solicito por favor a la Secretaría comunique la propuesta del orden del día.
SECRETARIO DIP. EMILIANO AGUIRRE CRUZ. La propuesta del orden del día es la siguiente:
1. Análisis de la iniciativa con proyecto de decreto por el que se reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, presentada por la diputada Gretel González Aguirre, en nombre del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional.
2. Clausura de la reunión.
PRESIDENTA DIP. MIRIAM ESCALONA PIÑA. Pido a quienes estén de acuerdo en que la propuesta que ha comunicado la Secretaría sea aprobada con el carácter de orden del día, se sirvan levantar la mano. ¿A favor? ¿En contra? ¿En abstención?
SECRETARIO DIP. EMILIANO AGUIRRE CRUZ. La propuesta ha sido aprobada por mayoría de votos.
PRESIDENTA DIP. MIRIAM ESCALONA PIÑA. Gracias, Secretario.
En observancia del punto 1, iniciamos la iniciativa con proyecto de decreto por el que se reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, presentada por la diputada Gretel González Aguirre, en nombre del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional.
[bookmark: _GoBack]Sírvase la Secretaría leer la exposición de motivos.
SECRETARIO DIP. EMILIANO AGUIRRE CRUZ. De conformidad con lo dispuesto en los artículos 38, 51 fracción II, 56 y 61 fracción de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de México, así como 28 fracción I, 79 y 81 de la Ley Orgánica del Poder Legislativo del Estado de México, en mi carácter de diputada integrante del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional de la presente Legislatura, me permito someter a consideración de esta Honorable Asamblea iniciativa con proyecto de decreto por el que se reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, lo que hago al tenor de lo siguiente:
EXPOSICIÓN DE MOTIVOS
Como es del conocimiento de esta Soberanía, a partir de julio de 2007, cuando el Congreso de la Unión aprobó por primera vez reformas sustanciales a la información, en el Estado mexicano se ha reconocido que la libertad de pensamiento y expresión no implica únicamente un derecho individual sustentado en la difusión de ideas en un contexto de diversidad de voces y opiniones, sino que también conlleva un carácter público o colectivo, en tanto que involucra la obtención y divulgación de información pública, no solo con un propósito de autorrealización personal, sino con un mecanismo de control institucional.
En efecto, conforme al Sistema Interamericano de Protección de Derechos Humanos, el derecho a la información, vinculado específicamente con el acceso a la información pública, se sustenta en uno de los elementos que distinguen a todo gobierno republicano, que es la publicidad de los actos de gobierno, la transparencia de la administración y la rendición de cuentas en el ejercicio de los recursos públicos, lo que garantiza a favor de todo ciudadano y ciudadana, como miembros de la sociedad, el derecho a conocer y juzgar la gestión gubernamental y el desempeño de los servidores públicos, con miras a lograr el fortalecimiento de las instituciones, pues contar con la información adecuada y oportuna conforma un elemento clave para fiscalizar a las autoridades en las que se ha depositado la confianza para gobernar en nombre del pueblo.
Otra de las reformas transcendentales a la Constitución Política federal sucedió en junio de 2011, en la que se rediseñó la concepción y protección de los derechos humanos, obligando a todas las autoridades, con independencia de su jerarquía e índole, a que el ejercicio de sus competencias y atribuciones se sustente en el respeto y protección irrestricta de aquellos que son reconocidos en la Constitución y en los tratados internacionales reconocidos por el Estado mexicano, además de incorporar como directrices en el ejercicio de la función pública los principios de universalidad, interdependencia, indivisibilidad y progresividad de los derechos humanos. 
Atingente al principio de progresividad, la Suprema Corte de Justicia de la Nación, así como la Corte Interamericana de Derechos Humanos, a través de una multitud de jurisprudencias, han establecido que el mismo se define como el compromiso del Estado para adoptar, permanentemente, todas las providencias necesarias que potencialicen la plena efectividad de los derechos y libertades individuales prescritos en la Constitución y los tratados internacionales, lo que exige que, a medida que mejore el nivel de desarrollo de un Estado, también mejore el nivel de compromiso de garantizar la protección de los derechos humanos.
Así las cosas, y como también es del conocimiento de esta Legislatura, mediante decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación el 7 de febrero de 2014 se reformaron y adicionaron diversas disposiciones de la Constitución federal en materia de transparencia, la cual se sustentó en tres ejes rectores fundamentales: el fortalecimiento del derecho de acceso a la información pública, la consolidación de un Sistema Nacional de Trasparencia y el establecimiento de nuevas facultades del órgano garante a nivel federal.
Esto produjo que el 4 de mayo de 2015 se publicara en el Diario Oficial de la Federación el decreto por el que se expidió la Ley de Transparencia y Acceso a la Información, Pública que prevé, entre sus objetivos, el establecimiento de bases mínimas que regulen procedimientos homogéneos, sencillos y expeditos, que garanticen eficaz y eficientemente el ejercicio del derecho a la información, así como regular el funcionamiento del Sistema Nacional de Transparencia, Acceso a la Información y Protección de Datos Personales como órgano nacional encargado del fortalecimiento de la rendición de cuentas en el Estado Mexicano, que tiene, entre otras atribuciones, la de emitir lineamientos y cualquier instrumento tendiente a cumplir con los objetivos de la ley general. 
	Cabe destacar que como se desprende del contenido del artículo 6 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, conforme a los principios de interdependencia e indivisibilidad que rigen en la protección de los derechos humanos, el derecho de acceso a la información se encuentra estrechamente vinculado con el derecho a la protección de datos personales y el derecho al acceso a las tecnologías de la información y la comunicación, también prescritos en la propia Constitución y documentos internacionales reconocidos por el Estado mexicano, como son la Convención Americana sobre Derechos Humanos, el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, así como la Declaración Conjunta sobre Libertad de Expresión de Internet, entre otros.
De igual forma, la disposición constitucional de mérito establece como otro de los principios básicos que rigen en la protección del derecho a la información la gestión y preservación de archivos, pues no puede concebirse un control social sobre el quehacer gubernamental sin la memoria documental en que se expresa el ejercicio de las atribuciones del Poder Público. 
Todo lo anterior propició que mediante decretos 57, 83, 209 y 214 de la LIX y LX Legislaturas del Estado de México, publicados en la Gaceta de Gobierno del Estado de México el 6 de enero y 4 de mayo del 2016, 30 de mayo de 2017 y 26 de noviembre de 2020, respectivamente, se expidieran las leyes de Gobierno Digital, de Transparencia y Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados, así como de Archivos y Administración de Documentos, todas para el Estado de México y Municipios, como leyes especializadas en sus respectivas materias.
	La entrada en vigor de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública también conllevó la integración e inicio de gestión del Sistema Nacional de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales como órgano garante a nivel nacional de los derechos en cuestión, en ejercicio de sus atribuciones y mediante los acuerdos
CONAIP/SNT/ACUERDO/EXT18/03/2016-03, CONAIP/SNT/ACUERDO/EXT13/04/2016-04, CONAIP/SNT/ACUERDO/EXT13/04/2016-06 y
CONAIP/SNT/ACUERDO/EXT13/04/2016-08, publicados en el Diario Oficial de la Federación el 15 de abril y 4 de mayo de 2016, respectivamente, aprobó, a través de su Consejo Nacional, los lineamientos generales en materia de clasificación y desclasificación de la información, así como para la elaboración de versiones públicas; los criterios para que los sujetos obligados garanticen condiciones de accesibilidad que permitan el ejercicio de los derechos humanos de acceso a la información y protección de datos personales a grupos vulnerables; los lineamientos para la implementación y operación de la Plataforma Nacional de Transparencia, así como los lineamientos técnicos generales para la publicación, homologación y estandarización de la información de las obligaciones establecidas en el Título Quinto y  en la fracción IV del artículo 31 de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública que deben difundir los sujetos obligados en los portales de internet y en la Plataforma Nacional de Transparencia.
 Relacionado con lo anterior, el 12 de febrero de 2016 se publicó en el Diario Oficial de la Federación el acuerdo ACT-PUB/05/11/2015.8 por el que el Pleno del Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la Información y Protección de Datos Personales aprobó los lineamientos que establecen los procedimientos internos de atención a solicitudes de acceso a la información pública, que aun cuando son obligatoriamente aplicables solo a nivel federal, por lo tanto no vinculantes para las entidades federativas a diferencia de los emitidos por el Sistema Nacional, sí son un referente para garantizar el derecho de acceso a la información a través de la disposición de procedimientos de accesos eficientes y eficaces.
En otro orden de ideas, y en relación a la presente exposición de motivos, adquiere relevancia mencionar que por acuerdo publicado en el Diario Oficial de la Federación el 24 de octubre de 2007, el Estado mexicano ratificó y por lo tanto reconoció la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad, aprobada por la Organización de las Naciones Unidas el 13 de diciembre de 2006, la cual tiene como propósito promover, proteger y asegurar el goce pleno en condiciones de igualdad de todos los derechos humanos a las personas con discapacidad, así como promover el respeto a su dignidad inherente. 
En dicho documento los Estados parte asumen la obligación de abolir cualquier distinción, exclusión o restricción que por motivos de discapacidad tenga como propósito el obstaculizar o dejar sin efecto el reconocimiento, goce o ejercicio en igualdad de condiciones de todos los derechos humanos y libertades fundamentales de los individuos, de donde destaca lo dispuesto en los artículos 4 inciso a) y b), así como 21 inciso a), b) y e) que, a la letra, dicen:
“Artículo 4. Obligaciones generales.
”Los Estados Partes se comprometen a asegurar y promover el pleno ejercicio de todos los derechos humanos y las libertades fundamentales de las personas con discapacidad sin discriminación alguna por motivos de discapacidad. A tal fin, los Estados Partes se comprometen a:
”a) Adoptar todas las medidas legislativas, administrativas y de índole que sean pertinentes para hacer efectivos los derechos reconocidos en la presente convención;
”b) Tomar las medidas pertinentes, incluidas medidas legislativas, para modificar o derogar leyes, reglamentos, costumbres y prácticas existentes que constituyan discriminación contra las personas con discapacidad”.
	“Artículo 21. Libertad de Expresión y de Opinión y Acceso a la Información.
”Los Estados Parte adoptarán todas las medidas pertinentes para que las personas con discapacidad puedan ejercer el derecho a la libertad de expresión y opinión, incluida la libertad de recabar, recibir y facilitar información e ideas en igualdad de condiciones con las demás y mediante cualquier forma de comunicación que elijan con arreglo a la definición del artículo 2 de la presente Convención, entre ellas:
	”a) Facilitar a las personas con discapacidad información dirigida al público en general, de manera oportuna y sin costo adicional, en formato accesible y con las tecnologías adecuadas a los diferentes tipos de discapacidad;
	”b) Aceptar y facilitar la utilización de la lengua de señas, el Braille, los modos, medios y formatos aumentativos y alternativos de comunicación y todos los demás modos, medios y formatos de comunicación accesibles que elijan las personas con discapacidad en sus relaciones oficiales;
…
	”e) Reconocer y promover la utilización de lenguas de señas”, lo que al ser relacionado con los artículos 3 y 4 y 32 fracciones I a la IV de la Ley General para la Inclusión de las Personas con Discapacidad permiten aseverar que es obligación de todas las autoridades mexicanas en los tres niveles de gobierno y en cualquiera de sus Poderes Públicos, incluido el Legislativo, promover, fomentar y adoptar todas las medidas necesarias que garanticen a las personas con discapacidad el pleno ejercicio de sus derechos y libertades fundamentales, que incluyan el derecho de acceso a la información, para lo cual se tiene el deber inexcusable de utilizar medios de comunicación alternativos, como es la visualización de textos, macrotipos, dispositivos multimedia, sistemas táctiles y auditivos de reproducción fácil, de fácil acceso, así como el lenguaje de señas y cualquier otro formato que permitan las tecnologías de información y comunicación.
	En el mismo sentido, no debe soslayarse que acorde con lo prescrito en los artículos 1 y 13 párrafo II, 15 párrafo II, 16 párrafo I, 43, 44, 45 y 46 de la Declaración de las Naciones Unidas sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas, adoptada por la Asamblea General el 13 de septiembre de 2007, referente en términos de lo señalado en el artículo 1 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, a efecto de garantizar a los pueblos indígenas todos los derechos y libertades individuales de los que gozan los individuos, sin distinción de raza o género y para inhibir prácticas discriminatorias, las autoridades mexicanas tienen la obligación, entre otras cosas, de proporcionar servicios de interpretación u otros medios adecuados que les permitan a las personas indígenas entender y hacer entender las actuaciones políticas, jurídicas, administrativas, con el propósito de participar en la vida pública y en el quehacer gubernamental.
	Finalmente, debe tomarse en consideración en esta exposición de motivos que de acuerdo con el Censo de Población y Vivienda 2020, publicado por el Instituto Nacional de Estadística y Geografía, INEGI, en ese año había en México 6 millones 179 mil 890 personas con algún tipo de discapacidad, lo que representa un 4.9% de la población total del país, de las cuales el 44% padecen la pérdida total o parcial de la vista (más de 2 millones 700 mil); el 22% presentan dificultades para escuchar por tener nula o débil capacidad auditiva (aproximadamente 1 millón 360 mil), y el 15% tiene problemas para comunicarse con los demás debido a limitaciones para hablar (casi un millón).
	Por otra parte, en ese mismo año y conforme a dicho censo, el Estado de México registró 417 mil 603 personas de más de tres años hablantes de lenguas indígenas, lo que representa el 2.46% de la población total de esta Entidad federativa, de los cuales 308 mil 587 (el 1.82%) corresponden a indígenas originarios (mazahua, otomí, nahua, tlahuica y matlatzinca).
Así las cosas y tomando como referencia todo lo expuesto con antelación, se hace necesaria la reforma, adición y derogación de diversas disposiciones prescritas en la vigente Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, con dos propósitos fundamentales:
	1. Homogeneizar las definiciones y principios que rigen el derecho de acceso a la información pública; las facultades, atribuciones y competencias de los responsables en materia de transparencia y acceso a la información; las obligaciones de transparencia, así como los procedimientos a las solicitudes de acceso a la información acorde a las disposiciones contenidas en la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública, las leyes de Gobierno Digital, de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados y de Archivos y Administración de Documentos, todas para el Estado de México y Municipios, así como los lineamientos y criterios emitidos por el Sistema Nacional de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales, respectivamente, y
	2. Potenciar progresivamente el derecho de acceso a la información de los pueblos indígenas y de las personas con discapacidad que residen en el Estado de México, a través del reforzamiento de las disposiciones ya prescritas en los artículos 11 párrafo segundo, 16, 24 fracciones XVI y XX, 36 fracción XXXVI, 53 párrafo segundo y tercero, 80, 81, 150 y 175 párrafo segundo de la propia Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública, en estricto cumplimiento a lo señalado en el párrafo tercero del artículo 1 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, la Ley General para los Derechos de las Personas con Discapacidad y la Declaración de las Naciones Unidas sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas, aprobadas por la Asamblea General de la Organización de las Naciones Unidas, así como los criterios para que los sujetos obligados garanticen condiciones de accesibilidad que permitan el ejercicio de los derechos humanos de acceso a la información y protección de datos personales a grupos vulnerables aprobados por el Sistema Nacional de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales.
En atención a todo lo anteriormente expuesto y razonado, someto a consideración de esta Legislatura, para su análisis, discusión y, en su caso, aprobación, la presente iniciativa, conforme al siguiente proyecto de decreto.
PRESIDENTA DIP. MIRIAM ESCALONA PIÑA. Muchísimas gracias, Secretario.
Consulto a las diputadas y diputados de esta comisión si desean hacer uso de la palabra y pido a la Secretaría registre a las y los oradores.
Diputada Gretel. ¿Algún otro más de nuestros compañeros, compañeras?
SECRETARIO DIP. EMILIANO AGUIRRE CRUZ. Hará uso de la palabra la diputada Gretel González Aguirre.
PRESIDENTA DIP. MIRIAM ESCALONA PIÑA. Gracias, Secretario.
Damos el uso de la palabra a la diputada Gretel González Aguirre.
DIP. GRETEL GONZÁLEZ AGUIRRE. Muchísimas gracias. Muy buenos días a los diputados aquí presentes, a los que se encuentran a través de la plataforma Zoom y también a quienes nos siguen a través de redes sociales.
Tener un marco normativo sólido en materia de transparencia y acceso a la información pública es una urgencia ciudadana que solicita oportuno actuar. En un momento en donde la transparencia pareciera un privilegio y no un derecho ya ganado, una necesidad y un indicador fundamental de la calidad de los gobiernos en un sistema democrático, hay que fortalecer la transparencia y protegerla buscando consolidar la construcción de gobiernos abiertos al escrutinio público, como lo enuncia el Portal Ciudadano del Gobierno del Estado de México.
Sin duda debemos mantenernos firmes en el camino. Claro es que tenemos que continuar fortaleciendo los mecanismos que permitan un acceso a la información pública fácil y cercano a la ciudadanía, para que esta acceda plenamente a su derecho a conocer el desempeño de los servidores públicos, así como el ejercicio de los recursos públicos, garantizando y cuidando en todo momento el respeto a la protección de los datos personales.
La presente iniciativa busca contribuir al marco normativo existente a través de la homogenización de las definiciones jurídicas; las facultades, atribuciones y competencias de los sujetos obligados, así como los procedimientos en la atención de las solicitudes de acceso a la información. También se busca mayor inclusión en el ejercicio de su derecho a la información pública de los pueblos indígenas y de las personas con discapacidad.
Es necesario seguir avanzando en la edificación de un sistema que permita una mejor rendición de cuentas que, sin duda, solo se puede lograr de la mano de un mecanismo firme de transparencia que garantice el libre acceso a la información pública y, con ello, mayor participación de la ciudadanía en la toma de decisiones.
Se hace necesaria la reforma, adición, y derogación de las diversas disposiciones prescritas en la Ley vigente de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y municipios, con dos propósitos fundamentales.
El primero, homogenizar las definiciones y los principios que rigen el derecho de acceso a la información pública; las facultades, atribuciones y competencias de los responsables en materia de transparencia y acceso a la información; las obligaciones de transparencia, así como los procedimientos de atención a las solicitudes de acceso a la información, acorde a las disposiciones contenidas en la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública, las leyes del Gobierno Digital, de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados y de Archivos y Administración de Documentos, todas para el Estado de México y Municipios, así como los lineamientos y criterios emitidos por el Sistema Nacional de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales, respectivamente.
Y el segundo es potenciar progresivamente el derecho de acceso a la información de los pueblos indígenas y de las personas con discapacidad que residen en el Estado de México, a través del reforzamiento de las disposiciones ya prescritas en los artículos 11 párrafo II, 16, 24 fracciones XVI y XX, 36 fracción XXXVI, 56 párrafo II y III, 80, 81, 150 y 175 párrafo II de la propia Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública, en estricto cumplimiento a lo señalado en el párrafo tercero del artículo 1 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, la Ley General para la Inclusión de las Personas con Discapacidad, la Convención, sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad y la Declaración de las Naciones Unidas sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas, aprobadas por la Asamblea General de la Organización de las Naciones Unidas, así como los criterios para que los sujetos obligados garanticen condiciones de accesibilidad que permitan el ejercicio de los derechos humanos de acceso a la información y protección de datos personales a grupos vulnerables aprobados por el Sistema Nacional de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales.
	Pugnemos por un Estado incluyente, donde nadie se quede sin hacer valer su derecho del acceso a la información.
	Es cuanto. Muchísimas gracias, y espero también contar con su apoyo en próximas sesiones para la aprobación. Muchas gracias.
PRESIDENTA DIP. MIRIAM ESCALONA PIÑA. Gracias, diputada.
SECRETARIO DIP. EMILIANO AGUIRRE CRUZ. Las participaciones y los asuntos del orden del día han finalizado.
PRESIDENTA DIP. MIRIAM ESCALONA PIÑA. Registre la Secretaría la asistencia a la reunión.
SECRETARIO DIP. EMILIANO AGUIRRE CRUZ. Ha sido registrada la asistencia a la reunión.
PRESIDENTA DIP. MIRIAM ESCALONA PIÑA. Se levanta la reunión de la Comisión Legislativa de Transparencia, Acceso a la Información Pública, Protección de Datos Personales y de Combate a la Corrupción, siendo las once horas con cincuenta y un minutos del día miércoles nueve de agosto del año dos mil veintitrés, y se pide a sus integrantes estar atentos a la siguiente convocatoria que en unos minutos se reanudará la sesión, junto con la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales. 
	Muchísimas gracias, diputado Emiliano, nuestro Secretario; diputada Gretel, diputada Rosita, y a nuestras compañeras y compañeros en Zoom, muchas gracias.
Pasen una bonita tarde.
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